Radicación No: 66001-31-05-004-2013-00477-02
María Delfalina Montoya Noreña  Vs. Colpensiones 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Providencia: 

Auto de Segunda Instancia, jueves 1 de agosto de 2019

Radicación No: 

66001-31-05-004-2013-00477-02
Proceso: 

Ordinario Laboral

Demandante:

María Delfalina Montoya Noreña

Demandado:

Colpensiones y otros
Juzgado de origen:
Cuarto Laboral del Circuito de Pereira 

Magistrado Ponente:
Francisco Javier Tamayo Tabares

TEMAS:
RECURSOS ADMINISTRADOS POR COLPENSIONES / SON DE DOS CLASES / LOS DESTINADOS AL PAGO DE OBLIGACIONES DE LA SEGURIDAD SOCIAL SON INEMBARGABLES / SALVO QUE SE TRATE DE PAGAR COERCITIVAMENTE CRÉDITOS PENSIONALES / LOS INTERESES DE MORA CORRESPONDEN A ESTA NATURALEZA.
… en primer lugar debe analizarse la procedencia de embargar recursos administrados por la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones.  

Con este propósito, necesario es considerar que esta entidad maneja dos clases de recursos.  Unos de estos son los que están destinados a cubrir obligaciones de la seguridad social, como el pago de mesadas pensionales por los distintos riesgos; y los otros, son aquellos que están encaminados a fines diferentes, por ejemplo los necesarios para el funcionamiento de la entidad o los recursos propios. 

En el primer caso, los recursos atendiendo la naturaleza de su destinación, por regla general se tornan inembargables, pues ellos garantizan de manera mínima el pago de las mesadas pensionales correspondientes. (…)

Allende, el principio de inembargabilidad que ampara la primera categoría de recursos no es absoluto; es procedente desatenderlo, en aquellos procesos ejecutivos que se adelantan con ocasión del proferimiento de una sentencia judicial que reconozca derechos sociales provenientes de la seguridad social y ante el incumplimiento injustificado por parte de las administradoras de fondos de pensiones, en orden a satisfacer las mesadas pensionales o las prestaciones económicas accesorias derivadas de éstas…
Ahora, en cuanto a qué debe entenderse por créditos laborales o pensionales, en decisión proferida por la Sala de Decisión Laboral No. 2, el 8 de mayo de 2018, dentro del proceso con radicado No. 2008-01124, señaló el criterio que ahora se reitera, en el sentido para que para ello “debe acudirse de un lado a las normas sustantivas de índole laboral, donde se consagran las prestaciones y derechos que tiene todo trabajador o servidor público; y de otro a las normas de la seguridad social, que refieren entre otros a los derechos pensionales, que involucran las mesadas como los intereses de mora por el no pago oportuno de ellas”.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA CUARTA DE DECISIÓN LABORAL

La Sala Cuarta de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, procede a desatar el recurso de apelación interpuesto por el portavoz judicial del Departamento de Risaralda, contra el auto proferido el 20 de noviembre de 2018, por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ejecutivo laboral promovido por María Delfalina Montoya Noreña en contra de Colpensiones.
Previamente se discutió y aprobó el proyecto elaborado por el Magistrado Ponente, el cual corresponde al siguiente,

AUTO:

En lo que atañe a esta decisión, a continuación del proceso ordinario, el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, mediante proveído del 22 de febrero de 2018, libró mandamiento de pago ejecutivo en contra de Colpensiones, por concepto de los intereses de mora establecidos en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993 y decretó el embargo de los dineros que esta tuviere en unas cuentas determinadas de las Bancos Davivienda, BBVA y Occidente, limitado al monto adeudado, equivalente a $4.997.430. 
Comunicada la medida al Banco Davivienda,  mediante oficio del 10 de abril de 2018 (fl. 203), informó al Juzgado que al validar los registros de sus cuentas, pudo evidenciar que las mencionadas gozan del beneficio de inembargabilidad, en razón a que los recursos manejados en las mismas corresponden al sistema de seguridad social, de acuerdo con el certificado aportado por dicha entidad, el cual adjuntó (fl. 204). 
Ante esta respuesta, la parte ejecutante solicitó al a-quo que se reiterara la medida y ordenara al Banco Davivienda poner a disposición del proceso los dineros requeridos.
Considerando que los intereses moratorios no son una prestación o beneficio del sistema de seguridad social, mediante auto del 20 de noviembre de 2018, el a-quo despachó desfavorablemente dicha solicitud y frente a esta se alzó la parte ejecutante, solicitando que se ordene la medida y arguyendo para ello, que el beneficio de inembargabilidad no es absoluto y que lo pretendido es el pago de una acreencia pensional. 
CONSIDERACIONES:
Acorde con el recuento precedente, en primer lugar debe analizarse la procedencia de embargar recursos administrados por la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones.  
Con este propósito, necesario es considerar que esta entidad maneja dos clases de recursos.  Unos de estos son los que están destinados a cubrir obligaciones de la seguridad social, como el pago de mesadas pensionales por los distintos riesgos; y los otros, son aquellos que están encaminados a fines diferentes, por ejemplo los necesarios para el funcionamiento de la entidad o los recursos propios. 
En el primer caso, los recursos atendiendo la naturaleza de su destinación, por regla general se tornan inembargables, pues ellos garantizan de manera mínima el pago de las mesadas pensionales correspondientes. Los segundos, sin embargo, no siempre tienen esa característica, pues dependiendo la destinación de los mismos, es posible  gravarlos con medidas de cautela, con el fin de perseguir el pago de las correspondientes obligaciones de a cargo de Colpensiones. 
Allende, el principio de inembargabilidad que ampara la primera categoría de recursos no es absoluto; es procedente desatenderlo, en aquellos procesos ejecutivos que se adelantan con ocasión del proferimiento de una sentencia judicial que reconozca derechos sociales provenientes de la seguridad social y ante el incumplimiento injustificado por parte de las administradoras de fondos de pensiones, en orden a satisfacer las mesadas pensionales o las prestaciones económicas accesorias derivadas de éstas, tal como lo ha advertido la Corte Suprema de Justicia en su Sala de Casación Laboral, en sede de tutela, entre otros, en decisiones STL 17033-2014 y STL 16796-2014.

Ahora, en cuanto a qué debe entenderse por créditos laborales o pensionales, en decisión proferida por la Sala de Decisión Laboral No. 2, el 8 de mayo de 2018, dentro del proceso con radicado No. 2008-01124, señaló el criterio que ahora se reitera, en el sentido para que para ello “debe acudirse de un lado a las normas sustantivas de índole laboral, donde se consagran las prestaciones y derechos que tiene todo trabajador o servidor público; y de otro a las normas de la seguridad social, que refieren entre otros a los derechos pensionales, que involucran las mesadas como los intereses de mora por el no pago oportuno de ellas.” (Sublineas propias). 

Y ello así, no solo porque los intereses moratorios que aquí se tratan tienen su fundamento en una norma social, como es el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, también lo es por la potísima razón que no es posible pregonar el pago de las mesadas pensionales, sin que previamente se hubieren pagado los intereses que le son accesorios. 
Aunado a lo anterior, oportuno resulta tener en cuenta que acudiendo a copiosos pronunciamiento anteriores, en la sentencia SL9316-2016,  radicación No. 46984, el órgano de cierre este especialidad indicó que si bien los intereses moratorios previstos en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, corresponden a una sanción por mora, igualmente cierto es que “involucran, en su contenido, un ingrediente revaluatorio” con el que se cubre la devaluación de la moneda, de modo que hace que “el valor adeudado se «actualice» y mantenga el mismo poder adquisitivo al momento de su pago. De ahí que se entienda, en términos de justicia y equidad, que aplicando el interés moratorio este comprende el valor por indexación”. 
En armonía con lo anterior, el máximo juez de lo Constitucional se pronunció en la sentencia C-601 de 2000, precisando que el objetivo primordial de los intereses moratorios establecidos en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, es el de proteger a las personas de la tercera edad, quienes por sus condiciones físicas, o por razones de la edad o por enfermedad, se encuentran imposibilitadas para obtener otra clase de recursos para su propia subsistencia o la de su familia.  En tanto, de no existir tal reconocimiento, se convertirían en irrisorias las mesadas pensionales en caso de un incumplimiento tardío por parte de los organismos de la seguridad social encargados de satisfacer ese tipo de prestaciones sociales, pues la devaluación de la moneda hace que se pierda su capacidad adquisitiva en detrimento de este sector de la población.
Corolario de lo precedente, dado el carácter pensional de los intereses moratorios y la relación intrínseca que existe entre estos y las mesadas para cual salvaguarda los derechos de la tercera edad como sujetos de especial protección, a efectos de que puedan realmente percibir los recursos necesarios para la satisfacción de sus necesidades básicas; es claro que los mismos están amparados por la excepción al principio de la inembargabilidad que beneficia a los recursos del sistema de seguridad social.
Por lo anterior, se revocará el auto impugnado, para en su lugar disponer que el Juzgado ordene al Banco Davivienda que dé cumplimiento al embargo y retención de los dineros que tuviere Colpensiones en las cuentas de esta entidad, en aplicación de la excepción al principio de la inembargabilidad de los recursos de la seguridad social, toda vez que tales recursos se destinarán al pago de una obligación del sistema. 
 
Sin costas, dada la prosperidad del recurso. 
En mérito de lo expuesto, la Sala Cuarta de Decisión Laboral del  Tribunal Superior de Distrito Judicial de Pereira – Risaralda
RESUELVE

1. Revocar el auto proferido el 20 de noviembre de 2018, por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, para en su lugar, ordenar que se solicite al Banco Davivienda que proceda a dar cumplimiento al embargo y retención de los dineros que tuviere Colpensiones en las cuentas de esta entidad financiera, en aplicación de la excepción al principio de la inembargabilidad de los recursos de la seguridad social, toda vez que los mismos se destinarán al pago de una obligación del sistema.
2. 
Sin costas. 
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN


         OLGA LUCIA HOYOS SEPÚLVEDA
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